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PROYECTO DE ORDENANZA N°     270     -13
DESCRIPCIÓN SINTÉTICA: SUSPENSIÓN PRECAUTORIA EN LAS FUNCIONES DE DEFENSOR DEL PUEBLO Y REEMPLAZO TEMPORARIO.

ANTECEDENTES

Artículo 86 de la Constitución Nacional Argentina.

Artículos 167 a 169 de la Constitución de la Provincia de Río Negro.

Arts. 9, 13,29 inc.2, 29 inc.3, 29 inc.51, 29 inc.52, 38 inc.1,38 inc.6, 38 inc.17, 38 inc.20, 38 inc.28, Título cuarto, Sección Única Defensor del Pueblo, art. 76 y stes. de la Carta Orgánica Municipal; 

Ordenanza 1749-CM-07: Creación de la Defensoría del Pueblo de la ciudad de San Carlos De Bariloche.

Ordenanza 2245-CM-11: Prevención y erradicación de la Violencia Laboral en el ámbito Municipal.-

Ordenanza 2297-CM-12: Suspensión provisional en las funciones de defensor del pueblo y reemplazo temporario.
Ordenanza 2323-CM-12: Suspensión provisional en las funciones de defensor del pueblo y reemplazo temporario.
Copia actuaciones caratuladas: “Dr. Vicente R. Mazzaglia (Defensor del Pueblo) S/Ordenanza N° 2245-CM-11”.

Disposición N° 7 SFPyCG-2012 de la Secretaria de la Función Publica y Control de Gestión de la Municipalidad de S.C. de Bariloche

Dictamen N° 535-12 recaído en el expediente N° S04:s04:0040068/2012 INADI

FUNDAMENTOS

Los hechos que dan nacimiento a la presente se originan en el mes de abril del corriente año, a raíz de la toma de conocimiento por parte de este departamento deliberante (y de hecho, estado público) de las denuncias formuladas por las trabajadoras que prestan servicios en la Defensoría del Pueblo de S. C. de Bariloche. El día 25/04/12 se da tratamiento en Comisión Legislativa a un informe preliminar ingresado el día 24/04/12 por  el área de Salud Laboral, dependiente de la Dirección de recursos humanos de la Municipalidad de Bariloche, que describe la situación negativa que están padeciendo la totalidad del personal femenino que se desempeña en el ámbito de la Defensoría del Pueblo según denuncias efectuadas por las trabajadoras. En el informe, se hace una descripción de situaciones de maltrato laboral y consecuencias en las personas receptoras de la misma, entendiendo entonces este cuerpo en dicha comisión legislativa que debía de tomarse las siguientes definiciones:

1) Tomar conocimiento e informarse  respecto de los hechos puestos en conocimiento a través de la nota de la Dirección de Salud Laboral, con fecha 24 de abril.

2) Solicitar a la Dirección de Salud Laboral, con carácter de urgente,  ampliación del informe preliminar y envío de toda documentación relacionada (entrevistas, denuncias, etc).

El día 27 de abril de 2012 se reúne nuevamente la Comisión Legislativa y da tratamiento al informe ampliado enviado por la Dirección de Salud Laboral. A consecuencia de ello, y de modo acorde a las responsabilidades de control que este cuerpo posee, se resuelve citar a las personas denunciantes y al resto del personal de la Defensoría, incluido el Defensor del Pueblo, con miras a tener contacto directo con todos los involucrados, cuestión que sucedió durante los días 04, 14 y 18 de mayo de 2012.

El día 24 de mayo de 2012 se recepciona informe de la Secretaría de Desarrollo Humano a través de la Dirección de la Mujer y la Secretaría de la Función Pública, Control de Gestión y Recursos Humanos que sugiere: “proceder de acuerdo con el art. 16 de la Ordenanza N° 2245-CM-11.- 

La contundencia del informe de la autoridad de aplicación de la Ordenanza 2245-CM-11,  torna cardinales las sugerencias a los fines de la toma de una decisión de este Cuerpo deliberante.

En dicha ocasión se siguió lo delineado por la Carta Orgánica Municipal  en atención a ser guía fundamental para dar solución a situación de grave institucionalidad y de implicancias político institucionales evidentes.  Así fue en la oportunidad el deber de velar por el normal funcionamiento de la Institución, cuya misión es defender a los sectores más vulnerables de la sociedad  a través de garantizar la defensa y protección de los derechos, garantías e intereses individuales y de la comunidad y entendiendo que el Departamento Deliberante está autorizado a elegir los medios que a su juicio fuesen los más conducentes para el mejor desempeño de aquella misión, siempre que no fuesen incompatibles con alguna de las limitaciones impuestas por la Carta Orgánica Municipal y la Ordenanza 1749-CM-07, la totalidad de los  bloques políticos participantes en la deliberación efectuaron una honesta valoración de las circunstancias, los hechos y cuestiones involucradas para definir hacer uso de la competencia y atribuciones exclusivas otorgadas por la Carta Orgánica Municipal, tornándose imprescindible mantener el normal funcionamiento de la Institución de la Defensoría, que se encontraba virtualmente paralizado.-

Se sancionó la Ordenanza 2267-CM-12, suspendiendo provisionalmente al Defensor del Pueblo. Luego, ante la falta de definiciones de las autoridades competentes según art. 9 de la Ordenanza 2245-CM-11, se decidió ampliar la suspensión en similares términos mediante ordenanza 2323- CM-2012.-


Esta segunda suspensión  del Defensor del Pueblo, Dr. Vicente Mazzaglia,  encontró acabado fundamento en la circunstancia de que las autoridades competentes según la Ordenanza 2245-CM-11,  sin bien trataban la situación, no habían podido dar un acabado informe de la situación.  Recordemos en este sentido que el art. 9  textualmente dice:”AUTORIDAD DE APLICACIÓN: La Dirección de Recursos Humanos de la Municipalidad de San Carlos de Bariloche, a través del Área de Salud Laboral, constituye la autoridad de aplicación de la presente Ordenanza. Cuando la autoridad de aplicación lo considere pertinente, presentará el caso ante la Junta de Calificación y Disciplina. Cuando el victimario fuere un funcionario político, la autoridad de aplicación podrá elevar el caso al Tribunal de Contralor Municipal.”

 En esa oportunidad, nuevamente se ponderó la situación  irregular y dañina para la institucionalidad de la Defensoría proponiendo esta medida de carácter excepcional y provisional que implicó la suspensión provisional por el término de 90 días hábiles, a partir del día 4 de septiembre de 2012.-
 Nuevamente y a los efectos de no paralizar las funciones de la Defensoría del Pueblo, se decidió designar reemplazante a sus efectos.-

Vale reseñar que en cada situación este Departamento Deliberante ha avanzado con suma  cautela,   informándose y analizado pormenorizadamente las situaciones puestas a su conocimiento definiendo que la situación es de notoria gravedad en aras de preservar la institucionalidad de la Defensoría,  y sobre todo, preservar la salud e integridad de sus trabajadoras.-    

Ahora bien, se han recepcionado las actuaciones “Dr. Vicente R. Mazzaglia (Defensor del Pueblo) S/Ordenanza N° 2245-CM-11” y la Disposición N° 7 SFPyCG-2012 de la Secretaria de la Función Publica y Control de Gestión de la Municipalidad de S.C. de Bariloche, en la cual se concluye según el art. 1 de la citada disposición que: “existió una situación de violencia laboral, maltrato psíquico moral y violencia de genero (Arts. 3,4 y 7 de la Ordenanza N° 2245-CM-11) contra las trabajadoras de la Defensoría del Pueblo de la ciudad de San Carlos de Bariloche, impartida por el Sr. Vicente Mazzaglia.”

Asimismo, en consideración del dictamen N° 535-12 recaído en el expediente N° S04:s04:0040068/2012 (denuncia efectuada por Marcela Psonkevich y otras contra Vicente Mazzaglia) en el cual se concluye que “los hechos denunciados constituyen una conducta discriminatoria en los términos de la ley 23.592”.-
Si bien se recuerda, como bien manifiesta el dictamen “la actividad probatoria brindada en estos actuados administrativos es solamente indiciaria…sin causar estado, sin crear ni extinguir derechos…agotándose la actividad del Inadi en la producción de un informe o dictamen no vinculante”. El dictamen textualmente asevera: “De la prueba aportada-declaraciones testimoniales, informes médicos, certificados, informe psicológico-se desprende que las denunciantes han sido víctimas de persecución y maltrato laboral por parte del denunciado. Asimismo, a los fines de que las denuncias de violencia laboral traídas a conocimiento de este instituto, configuren a su vez conducta discriminatoria, las mismas deben estar motivadas por alguna de las causales prohibidas establecidas en la ley 23.592. En este caso, también obra prueba de ello. Así, las declaraciones de los testigos, el informe de la Secretaria de Desarrollo Humano obrante a fs. 70/4 que motivara la ordenanza que dio lugar a la suspensión provisoria del Defensor en sus funciones, y que la persecución denunciada solo haya recaído sobre el colectivo de mujeres trabajadoras de la Defensoría del Pueblo de la ciudad de S. C. de Bariloche , dan cuenta del trato diferenciado hacia las denunciantes estuvo motivado por su condición de mujeres. Situaciones como las aquí denunciadas, ponen de manifiesto la necesidad y la importancia de aunar instituciones que fomenten la igualdad de género y un conjunto de políticas coherentes tendientes a promoverla en el lugar de trabajo y fuera de él….Por lo tanto, entendemos que es posible arribar a una conclusión afirmativa en torno a la existencia de una conducta discriminatoria, en el ámbito laboral, en relación a las trabajadoras denunciantes, por parte del Defensor del Pueblo de la ciudad de San Carlos de Bariloche”.-

Frente a este contexto, y considerando que la determinación de los hechos, el daño, entre otras cuestiones está reservada finalmente al Poder Judicial y que solo la intervención del Departamento Deliberante se puede circunscribir a la esfera político institucional es inadmisible en este estado actual,  el retorno a las funciones por parte del Dr. MAZZAGLIA sin que ello implique una grave omisión a los deberes de este cuerpo, que, recordamos, en virtud de la ordenanza 2245-CM-11,   comprenden “Llevar adelante una política contra la violencia laboral, en todas sus formas y manifestaciones”, y “Ejercer las acciones necesarias y eficaces para poner fin a los actos de violencia ejercidos sobre sus empleados” (Art. 10 Ord. Cit.).-

Considerando que el Cuerpo legislativo es el representante de la voluntad popular por excelencia, con las más amplias funciones de contralor hacia la Defensoría, es importante recordar que  la designación del Defensor del Pueblo es actividad propia y discrecional del Cuerpo Deliberante con el voto de los 2/3 de la totalidad de sus miembros, a través de concurso publico y abierto de postulantes y audiencia pública; Es un acto unilateral, dependiendo única y exclusivamente de este Cuerpo Deliberante, sin la intervención de ningún otro poder del Estado Municipal;   (arts. 76 y stess. C.O.M.; cctes. con Ordenanza 1749-CM-2007 en lo pertinente). 

En este sentido, la relación institucional entre el Defensor del Pueblo y el Concejo Deliberante se encuentra íntimamente ligada, desde la propia  designación que el Cuerpo Deliberante efectúa, como también durante el desarrollo de su función considerando lo impuesto en el art. 77 rendición anual al Concejo y lo establecido por la Ordenanza de creación de la Defensora del Pueblo, en tanto le atribuye al Concejo Deliberante el deber de tomarle juramento y sobretodo al imponerle al Defensor el deber de relacionarse con el Concejo Municipal en los términos de los artículos 8, 29, 30 y 39 Ordenanza 1749-CM-07 que incluyen hasta la aprobación de su propio reglamento interno; y va más allá,  considerando que tiene a su disposición el derecho de revocatoria de mandato en los términos del art. 154 y stes. de la Carta Orgánica Municipal. Por tanto, el Concejo interviene desde su nombramiento hasta su posible destitución. El análisis que efectúa el Concejo Deliberante no pasa únicamente cuando examina a los candidatos propuestas para la designación, sino también se debe manifestar durante el desarrollo de su actuación, como en el caso.-

Se reitera que el Concejo Deliberante no emite juicio de valor o consideraciones respecto de la acreditación o no de los hechos denunciados traídos a su conocimiento, cuestión que en principio le resultaría ajena, sino en función de evaluar que la cantidad y la gravedad de las denuncias que ameritan el esclarecimiento de los hechos, sin que ello implique la paralización del organismo que está actualmente a cargo del denunciado. Puesto que, reiteramos: no se trata de formular un juicio de valor sino de asumir el rol de “guardián”  del mejor funcionamiento de la institución, puesto que el Defensor del Pueblo es un delegado del Concejo Deliberante, nombrado por éste, con la importante misión de promover, proteger y defender los derechos humanos y todos los derechos, garantías e intereses individuales, sociales y difusos de las personas frente a actos, hechos u omisiones que impliquen el ejercicio ilegitimo, defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio o negligente de la administración pública municipal y de prestadores de servicios públicos bajo la jurisdicción municipal, entre otras de fundamental importancia para la comunidad.

Es en este contexto que se analizó la intervención de este Concejo Deliberante, y si la situación predicha consideraba oportuno la suspensión provisional del Sr. Defensor del Pueblo en dos oportunidades, mucho más cabe en esta oportunidad suspender precautoriamente hasta la finalización del mandato, por el plazo que resta (aproximadamente tres meses), ello en consideración de los extensos y dilatados plazos de actuación de los organismos administrativos intervinientes y eventualmente por el Poder Judicial y la limitación impuesta por el art.154 de la C.O.M.  Todo ello, a los fines de preservar la institucionalidad, propender a la defensa de los intereses humanos involucrados y dar estricto cumplimiento a las obligaciones del estado municipal en relación a la defensa de los derechos comprendidos.-

Asimismo, en orden a darle tratamiento al reemplazante para el ejercicio de las funciones  a cargo del Defensor del Pueblo con carácter excepcional, provisorio y considerando que no están reguladas específicamente ni en la Carta Orgánica Municipal ni en la Ordenanza 1749-CM-07 existe acuerdo entre los bloques políticos firmantes respecto de asignarle esa gestión a la Secretaría Administrativa y Legislativa del Departamento Deliberante, quién deberá garantizar el normal funcionamiento de la Institución por el plazo estipulado en la presente ordenanza.
AUTORES: Concejales María Eugenia Martini, Alejandro Ramos Mejía y Ramón Chiocconi (PJ); Carlos Valeri, Alfredo Martín y Diego Benítez (FG); Leandro Lescano y Carmen Giménez (AFSP); Elena Welleschik (UCR); Irma Haneck (SUR); Mauro Oscar González (PVpC). 
El proyecto original Nº     /13, fue aprobado en la sesión del día     de enero de 2013, según consta en el Acta Nº    /13. Por ello, en ejercicio de las atribuciones que le otorga el Art. 38 de la Carta Orgánica Municipal,

EL CONCEJO MUNICIPAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE

SANCIONA CON CARÁCTER DE 

ORDENANZA

	Art.  1°) 
	Se suspende precautoriamente en el ejercicio de sus funciones al Defensor del Pueblo de la ciudad de San Carlos de Bariloche, Sr. Vicente Mazzaglia a partir del día 16 de enero de 2013 y hasta el término de su mandato.-



	Art.  2°)
	Se designa como representante provisorio para el ejercicio de las funciones  de la Defensoría del Pueblo de la ciudad de San Carlos de Bariloche, a la Sra. Roxana Barbieri  a partir del día 16 de enero de 2013  y hasta la finalización del mandato del Defensor designado en curso.-


	Art.   3º)
	La presente Ordenanza entrara en vigencia a partir de su sanción.


	Art.  4°) 
	Comuníquese al Sr. Vicente Mazzaglia. Publíquese en el Boletín Oficial. Tómese razón. Cumplido, archívese.
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